	Fecha
	27 de abril de 1970
	Sesión número
	16

	Motivo: Amparo

	Recurrente: RICARDO BORBÓN BARAHONA

	Recurrido: MINISTRO DE TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que desde 1967 viene tramitando en el Ministerio de Transportes una gestión para el otorgamiento de una línea de servicio de transporte remunerado de personas.  Aprobada esa gestión, fue recurrida por terceros, mediante recurso que debió ser resuelto  por el Ministro de Transportes desde hace más de un año, conforme al Artículo 23 de la Ley de Transporte Remunerado de Personas No. 3503 de 10 de mayo de 1965, lo cual no se ha hecho, violando desde entonces el artículo 48 de la Constitución Política.  

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que estando listo proyecto de Resolución de alzada, renunció el titular de esa Cartera sin haberlo suscrito y, el actual Ministro de Transportes lo tiene en estudio. Que la queja del recurrente corresponde de lleno a la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en cuanto su artículo 19-1 expresa que el interesado podrá considerar desestimada su instancia si la Administración Pública no le notifica su decisión en el plazo de 2 meses y formular “frente a esta denegación presunta” el correspondiente reclamo administrativo o jurisdiccional, según proceda, o esperar la resolución expresa de su petición.  

	Parte dispositiva
	Se declara con lugar, por infracción del artículo 27 de la Constitución Política de conformidad con los artículos 2 y 15 de la Ley de Amparo. El recurso presentado por terceros frente a la resolución favorable de la Comisión Técnica de Transportes autorizando una nueva línea de transporte automotor remunerado de personas, fue admitido para ante el Ministro de Transportes, de conformidad la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas, quien dejó transcurrir mucho más del término de 30 días hábiles que señala la Ley sin pronunciarse sobre la instancia de los terceros que apelaron el acuerdo citado. Lo anterior infringe el artículo 27 de la Constitución Política en perjuicio directo del recurrente, pues el silencio del Ministerio acarrea, como consecuencia inmediata, la paralización del expediente en que el inferior jerárquico acogió la solicitud inicial del recurrente, omisión que subsiste y el agravio sigue cometiéndose día a día, mientras el Ministerio no resuelva la apelación planteada por los terceros.  Los Magistrados Baudrit, Quirós, Fernández, Calzada, Soto, Sanabria y Jugo, declaran sin lugar el recurso.


N° 16
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas del día veintisiete de abril de mil novecientos setenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Calzada, Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Bejarano, Soto,  Blanco, Valverde, Jugo, Porter y Trejos. 

Artículo VII
Se entró a conocer del recurso de amparo interpuesto por el señor Ricardo Borbón Barahona contra el señor Ministro de Transportes, Arquitecto Diego Trejos Fonseca, que en lo conducente dice: “Desde mediados del año 1967 se viene tramitando en el Ministerio de Transportes una gestión que presenté para el otorgamiento de una línea de servicio de transporte remunerado de personas.  Aprobada esa gestión, la misma fue recurrida por terceros y, desde hace más de un año, conforme al Artículo 23 de la ley de Transporte Remunerado de Personas No. 3503 de 10 de mayo de 1965, debió haberse resuelto por el Sr. Ministro de Transportes el recurso presentado, lo cual no se ha hecho, pese a reiteradas gestiones que en ese sentido he formulado, con lo cual se viene violando desde entonces el derecho consagrado en el párrafo final del artículo 48 de la Constitución Política.  En vista de lo anterior, vengo respetuosamente a presentar el presente recurso, con el propósito de que por los Tribunales de Justicia y en el menor plazo posible, se ordene al Sr. Ministro de Transportes pronunciarse sobre el particular, en 24 horas, conforme lo establece la ley.

Pedido el informe al señor Ministro, expuso en lo que interesa: “1°) Es cierto que el señor Ricardo Borbón Barahona, junto con don Lisímaco Azofeifa Castro, en escrito sin fecha y carente de autenticación, presentado el 19 de mayo de 1968, solicitó al Director General de Transporte Automotor un permiso, “con base en el artículo 25 de la Ley de Transporte Remunerado de Personas, para operar, de acuerdo con los términos del inciso d) del artículo 3 de la misma ley, “un servicio de transporte automotor de personas remunerado, con vehículos de transporte colectivo, sin itinerario fijo, cuyos servicios se contratarán y cobrarán por viaje realizado”, en el distrito de San Sebastián del Cantón Central de San José, etc. etc. “  Resulta falsa la afirmación, cuando pretende dar a entender que “desde mediados del año 1967…” presentó gestión “para el otorgamiento de una línea de servicio de transporte remunerado de personas..” 2°) Es cierto también que esa gestión fue recurrida por terceros y sus apelaciones admitidas, así como que los autos llegaron al Ministerio de Transportes adjunto al Oficio No. 02124 del 28 de noviembre de 1968. 3°) El expediente entró en la fase de estudio y el señor Ministro de ese entonces, Ing. Don José Joaquín Rodríguez Calvo, en interlocutoria de las 8 hrs. del 14 de febrero de 1969 y para mejor proveer, ordenó la demarcación de varias rutas y el dato relativo a la frecuencia de todos los servicios establecidos en el sector y no fue sino hasta el 5 de mayo de 1969 que, adjuntos al Oficio N° 0540, llegaron los mapas y las frecuencias solicitadas. – El proyecto de Resolución de alzada, listo ya para que se firmara por el señor Ministro de Transportes y por el señor Presidente de la República fue remitido adjunto al Oficio N° 24 de 14 de enero de 1970; desafortunadamente, el titular de la Cartera en ese entonces renunció a su elevada posición sin haber suscrito el referido proyecto de resolución y, el actual Ministro de Transportes nombrado a partir del 18 de marzo de 1970 lo tiene en estudio. Derecho: La Ley N° 3503 de 10 de mayo de 1965 regula todo lo concerniente al servicio remunerado de personas, bajo la competencia del Ministerio de Transportes, indicando en qué casos se requiere permiso y en cuáles concesión para la prestación de un servicio que ha sido reputado público por la propia ley citada.-   Es obvio que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de esa Ley, la prestación de dicho servicio es exclusiva del Estado y que podrá ejercer directamente o a través de particulares a quienes expresamente autorice, concepto que se robustece todavía más, en el artículo 3° cuyo párrafo inicial expresa: “Artículo 3.  Para la prestación del servicio público a que esta ley se refiere, se requerirá la autorización previa del Ministerio de Transportes, sea cual fuere el tipo de vehículo a emplear y su sistema de propulsión.”  Ha quedado establecida en la Ley, una facultad que permite al Estado ejercer directamente o a través de los particulares la prestación de un servicio que solo a él, en forma exclusiva le corresponde.  Ningún derecho amparable puede entonces pretender quien no haya recibido la autorización previa y con sujeción, desde luego, a todos los requisitos que la ley tiene establecidos al intento. Lo único que había logrado el señor Borbón Barahona, en unión de don Lisímaco Azofeifa Castro, era un pronunciamiento de la Comisión Técnica de Transportes ordenando la preparación de un “proyecto de Cartel de Licitación” para el nuevo servicio, como puede comprobarse con la lectura del Acuerdo N° 5, tomado en la Sesión N° 341 celebrada el 19 de octubre de 1968 y contra el que se produjeron las apelaciones que motivaron la alzada ante el Ministerio de Transportes.-  Las bases consignadas en el cartel, ni siquiera se pudieron publicar.- Aparte de que la ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950, determina su propio ámbito, dentro del cual no caemos, es claro que el problema que se ventila corresponde de lleno a la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, N° 3667 de 12 de marzo de 1966, originada en la reforma sufrida por la disposición 49 de nuestra Carta Magna, según Ley N° 3124 de 25 de junio de 1963.  El artículo 1° ibídem lo determina en términos precisos al decir: “Artículo 1°.- Por la presente ley se regula la jurisdicción Contencioso-Administrativa, establecida en el artículo 49 de la Constitución Política, encargada de conocer de las pretensiones que se deduzcan en relación con la legalidad de los actos y disposiciones de la Administración Pública sujetos al Derecho Administrativo.” El inciso 2 del citado artículo 1° establece como “motivo de ilegalidad” cualquier infracción del “ordenamiento jurídico, incluso la falta de jurisdicción o competencia, el quebrantamiento de formalidades esenciales y la desviación de poder.”  El artículo 19-1 expresa que el interesado podrá considerar desestimada su instancia si la Administración Pública no le notifica su decisión en el plazo de dos meses y formular “frente a esta denegación presunta” el correspondiente reclamo administrativo o jurisdiccional, según proceda, o esperar la resolución expresa de su petición.  Por su parte, el inciso 2 del mismo artículo 19, señala el tiempo máximo para que la Administración se pronuncie, en texto que reza así: “2. En todo caso, la denegación presunta no excluirá del deber de la Administración de dictar una resolución expresa debidamente fundada, dentro del plazo de un año señalado en el párrafo 2 del artículo 37”.  Ese año cuenta desde el día siguiente a aquél en que se entiende desestimada la petición.  Un plazo, concebido en 30 días, hábiles por el artículo 23 de la Ley No. 3503 de 10 de mayo de 1965, fue ampliado a un año por el artículo 19-2 de la Ley No. 3667 de 12 de marzo de 1966, facultando al interesado para que considere desestimada su petición, si así lo prefiere, después del transcurso de dos meses sin que se le haya notificado decisión expresa.- La “denegación presunta” o el “silencio administrativo”, como también se le llama, es una facultad originada en la propia ley y su ejercicio no puede dar nacimiento a recurso alguno de amparo.  Para los efectos de cómputo del año, advertimos que éste deberá empezar a contarse a partir del 6 de mayo de 1969, día siguiente al que quedó “concluido el expediente respectivo por haberse recibido las pruebas o los informes que el Ministerio hubiere ordenado para mejor proveer; “tal y como reza – en lo conducente – el artículo 23 de la Ley N° 3503 citada.-  Por todo lo expuesto debe declararse improcedente el Recurso de Amparo establecido por el señor Ricardo Borbón Barahona, contra el suscrito.- Y, en acatamiento de lo que solicita en su atento Oficio N° 53 le adjunto las diligencias existentes en este Ministerio, pendientes del trámite de alzada, en relación con el asunto”.-  

Discutido ampliamente el caso se acordó, por mayoría, declarar con lugar el amparo por infracción de la garantía prevista en el artículo 27 de la Constitución Política de conformidad con los artículos 2 y 15 de la Ley de Amparo, y al mismo tiempo prevenirle al señor Ministro de Transportes que debe resolver el recurso de apelación interpuesto en las diligencias a que se refiere este asunto, dentro de un término de treinta días a partir del día siguiente a aquel en que se le notifique la presente resolución, bajo los apercibimientos del artículo 18 de la citada Ley de Amparo si no lo hiciere.


Así votaron los Magistrados Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Bejarano, Blanco, Valverde, Trejos, Odio y Porter, con base en las siguientes razones: “I.- Conforme se desprende del expediente administrativo, que se ha tenido a la vista, la Comisión Técnica de Transportes resolvió de un modo favorable la solicitud de habían formulado conjuntamente los señores Ricardo Borbón Barahona y Lisímaco Azofeifa Castro, para que se autorizara una nueva línea de transporte automotor remunerado de personas, entre San José y el Barrio de El Carmen del distrito de San Sebastián; y en virtud de ese pronunciamiento, el citado organismo ordenó sacar a licitación la nueva línea.   De lo resuelto por la Comisión apelaron algunos concesionarios que explotan el servicio en rutas cercanas; recurso que fue admitido para ante el señor Ministro de Transportes, de conformidad con el artículo 22 de la Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas, N° 3503 de 10 de marzo de 1965.-  El Ministerio ordenó recibir prueba para mejor proveer, como lo autoriza el artículo 23 de la misma Ley; y recibida que fue dicha prueba, el señor Ministro dejó transcurrir mucho más del término de treinta días hábiles que señala el propio artículo 23, sin que hasta este momento haya dictado la correspondiente resolución.-   Estos hechos dan amplio respaldo al recurso de amparo que interpone el señor Borbón Barahona, por infracción del artículo 27 de la Constitución Política, el cual garantiza la libertad de petición, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resolución.  II.-. No son atendibles las objeciones que formula el señor Ministro al oponerse al amparo, pues el recurrente no está alegando ningún derecho a la explotación de la nueva línea, como para contestarle que todavía el servicio público no ha sido autorizado.  El problema es diferente, pues lo que se reclama es la omisión en que ha incurrido el señor Ministro al no pronunciarse sobre la instancia de los terceros que apelaron del acuerdo de la Comisión Técnica de Transportes; es decir, un agravio que proviene de la inactividad de órgano administrativo, lo cual infringe el artículo 27 de la Constitución Política en perjuicio directo del señor Borbón Barahona, pues el silencio del Ministerio acarrea, como consecuencia inmediata, la paralización del expediente en que el inferior jerárquico acogió la solicitud inicial del señor Borbón.  De manera que el reclamo no puede encontrar escollo en el artículo 3° inciso e) de la Ley de Amparo, pues la omisión subsiste y el agravio sigue cometiéndose día a día, mientras el Ministerio no resuelva la apelación planteada. III.  En contra de lo dicho no cabe alegar ninguna regla de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, N° 3667 de 12 de marzo de 1966, pues aparte de que esa Ley no excluye el derecho de acudir al amparo, en el presente caso concurren circunstancias que le dan una fisonomía muy especial al problema planteado, conforme se verá a continuación, lo que también debe destacarse para poner de relieve que esas circunstancias no permiten asimilar este asunto a otros que esta misma Corte ha conocido en ocasiones anteriores.  Nótese que el expediente no llegó a los oficios del señor Ministro de Transportes por gestión del quejoso o de su compañero Lisímaco Azofeifa Castro, sino a instancia de otras personas que se manifestaron inconformes con lo resuelto por la Comisión Técnica.  De suerte que las reglas sobre silencio administrativo que establece la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa, especialmente el artículo 19, no pueden tener aplicación en el caso de autos,  pues lo que dicho artículo dispone, en el párrafo primero, es que el interesado “podrá considerar desestimada su instancia” cuando la administración omite resolverla en tiempo; y como la instancia pendiente es la del recurso de apelación que terceros interpusieron contra el acuerdo de la Comisión Técnica de Transportes, todo ello significa que el señor Borbón Barahona no podría tener por desestimada esa “instancia” pues no es suya sino de aquellos terceros.  Estas observaciones ponen de manifiesto que se está produciendo una situación anormal a causa de la inactividad del órgano administrativo, que no puede remediarse mediante la aplicación de otras leyes, todo lo cual justifica ampliamente otorgar el amparo, de conformidad con los artículos 2 y 15 de la Ley respectiva, pues de la falta de pronunciamiento se deriva un obstáculo insalvable para el señor Borbón Barahona, y esa omisión infringe una y otra vez la garantía del artículo 27 de la Constitución Política.-

Los Magistrados Baudrit, Quirós, Fernández, Calzada, Soto, Sanabria y Jugo, votaron por rechazar el recurso de mérito, con apoyo  en las siguientes consideraciones: Reiteradamente ha declarado esta Corte que no procede el amparo, a tenor del inciso e) del artículo 3° de la Ley de la materia, cuando en forma presunta se ha consentido el hecho por la persona agraviada, dejando transcurrir ocho días desde que pudo establecer el recurso.-  Si el expediente que interesa quedó listo para resolver dentro de los treinta días hábiles posteriores al cinco de mayo de mil novecientos sesenta y nueve, y el amparo se pidió el veinte de marzo de este año, es clara su improcedencia.- Pero hay algo más que amerita igual pronunciamiento, y es la circunstancia de que el actual Ministro de Transportes fue nombrado a partir del dieciocho de marzo de este año y ninguna dilación puede atribuírsele, válidamente, dos días después.  Al Ministro anterior ya no podría impartírsele la orden que indica el artículo 16 de la Ley de Amparo; al actual, ajeno a la tardanza de que el recurrente se queja, sería inexplicable atribuirle responsabilidad alguna. 
